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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso de la referencia. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.

Providencia:                             
Auto de 21 de octubre de 2016
Radicación Nro. :


66001-31-05-003-2014-00273-02
Proceso:


Ordinario Laboral  

Demandante:


Mario Enrique Betancur Londoño
Demandado:                            
Colpensiones

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Tema: AGENCIAS EN DERECHO. Es indiscutible que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias que se extraen del debate procesal, en estricto cumplimiento del canon 393 del Estatuto Procesal Civil, -vigente para el momento de los hechos-que dispone en su numeral 3º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”. Por lo tanto, tiene el operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, debiendo antes analizar los presupuestos, dispuestos en la norma transcrita.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintiuno de octubre de dos mil dieciséis
Acta número    de 21 de octubre de 2016
En la fecha, procede la Sala No 2º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 29 de enero de 2016 por medio del cual el Juzgado Tercero Laboral del Circuito reformó y aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ordinario laboral propuesto por MARIO ENRIQUE BETANCOURT LONDOÑO dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00273-02.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 16 de octubre de 2014, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, profirió sentencia a favor del señor Mario Enrique Betancur Londoño, declarando que éste tiene derecho a que la sea reajustada la mesada pensional teniendo en cuenta el ingreso base de liquidación obtenido con el promedio de lo cotizado durante toda su vida laboral, lo cual corresponde a una primera mesada del orden de $525.128 y no de $451.466, como equivocadamente lo indicó el liquidado Instituto de Seguros Sociales en la Resolución No 3470 de 2005.  A modo de retroactivo fue liquidada la suma de $9.168.242, correspondiente a la diferencia pensional causada entre mayo de 2008 y septiembre de 2014.  La indexación fue del orden de $964.163; las costas procesales tasadas en un 90% y las agencias en derecho fijadas en la suma de $1.500.000.
Mediante sentencia proferida por esta Sala de Decisión, el 21 de octubre de 2015, luego de hacer las respectivas liquidaciones, se determinó que la primera mesada pensional en el presente asunto, era del orden de $477.731, lo cual arrojó un retroactivo pensional equivalente a $3.816.536, liquidado entre 18 de mayo de 2008 y el 30 de septiembre de 2015.  La indexación se calculó en la suma de $404.943, por lo demás, la decisión permaneció incólume.
A folio 98 obra la liquidación de costas efectuada por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, donde se observa que por dicho concepto se fijó la suma de $2.577.000 a favor del actor.  De dicha actuación, se dio traslado a la partes por el término de tres días, dentro de los cuales, la accionada la objetó precisando que la misma no atiende los criterios establecidos por el numeral 2.1.1. del Acuerdo 1887 de 2003, dado que dicha norma consagra hasta un 25% del total de las pretensiones reconocidos como monto para tasar las agencias en derecho y  en el presente asunto, el monto reconocido, luego de surtirse la segunda instancia, no fue superior a $4.221.479.  Hizo notar además, que el monto fijado por el Juzgado en la sentencia de primer grado fue equivalente a $1.500.000. Dicho escrito se dejó a disposición de la parte demandante por el término de 2 días. 

Vencido el término de fijación en lista, el juzgado decidió modificar el valor de las costas, al considerar que las mismas no fueron liquidadas atendiendo los parámetros establecidos por el Acuerdo 1887 de 2003, por lo que procedió corregir el yerro en que se había incurrido, fijando, a título de agencias en derecho, la suma de $450.000, disponiendo seguidamente la aprobación de la liquidación de costas.

Inconforme con lo decidido, el apoderado judicial de la parte demandante, interpuso el recurso de apelación, argumentando que si bien la Sala Laboral modificó la sentencia de primer grado en virtud al grado jurisdiccional de consulta  que operó a favor de la entidad accionada, lo cierto es que el numeral (sic) octavo de la decisión revisada permaneció incólume, lo que es lo mismo, el monto allí fijado por concepto de agencias en derecho -$1.500.000- no fue revocado por el Superior, por lo que no existe proporcionalidad en la disminución efectuada por el juzgado en atención a la objeción formulada,  aún bajo los parámetros subjetivos y ponderados que establecen la normas que gobiernan el asunto.

Refiere que la parte objetante olvida que la norma, que trascribe parcialmente, consagra como monto para fijar las agencias en derecho en los casos en los que se reconocen prestaciones periódicas hasta 20 salarios mínimos, por lo que en el presente asunto, tratándose de un reajuste pensional, de carácter periódico y vitalicio, debe atenderse lo establecido en el numeral 2.1.1. del Acuerdo 1887 de 2003, lo cual indica que no resulta desproporcionada la suma de $1.500.000 fijada en la sentencia que puso fin a la primera instancia, pues corresponde a 2.4 salarios mínimos, como tampoco el valor objetado -$2.577.400-, equivalente a 4 salarios mínimos.
Precisa que la cifra aprobada por la a quo es muy inferior en relación con el monto máximo permitido por la norma, siendo incluso superada por la suma a la que fue condenado el actor por ese mismo concepto en segunda instancia, con lo que termina resultando un saldo a favor de la entidad, como si ninguna de las pretensiones de la demanda hubiese triunfado, cuando ocurrió todo lo contrario.
En relación con lo anterior, sostiene que las costas de primer grado de manera alguna pueden ser inferiores a las fijadas en segunda instancia, pues es claro que el mayor trámite e intervención de los abogados de las partes se desarrolla en la instancia inicial, por lo que la suma aprobada por el juzgado, llevan a inferir, de manera equivocada que la labor desarrollada por el apoderado de la parte demandante fue deficiente, cuando el resultado el proceso ofrece otro panorama.
FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

La norma vigente al momento de los hechos, esto es el Código de Procedimiento Civil, dispone en su artículo 392 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio del artículo 73 del CPC.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal, en estricto cumplimiento del canon 393 ibídem, que dispone en su numeral 3º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...) PARÁGRAFO: Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”. 

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

EL  CASO CONCRETO

En este caso, la orden que de manera definitiva le fue impuesta a la Administradora Colombiana de Pensiones, por parte de ésta Corporación,  consistió en la modificación de la Resolución No 3470 de 22 de junio de 2005 para que reconozca a favor del señor MARIO ENRIQUE BETANCOURT LONDOÑO: i) un ingreso base de liquidación del orden de $631.335, ii) una tasa de reemplazo del orden de 75.67% y iii) una primera mesada pensional equivalente a $477.731.  

También se dispuso en la citada providencia el pago de $3.816.536 por concepto de diferencia resultante entre la mesada judicialmente liquidada y la reconocida por el liquidado Instituto de Seguros Sociales y de la indexación de dicha suma, que arrojó un valor equivalente a $404.943. 

Como puede observarse, contrario a lo sostenido por el recurrente, Colpensiones no fue condenado a reconocer una prestación periódica, pues es claro que la pensión de vejez le fue otorgada al señor Betancourt Londoño desde el 1 de junio de 2004, conforme da cuenta el acto administrativo visible a folios 25 y 26 del cuaderno principal, limitando el litigio al reajuste de la mesada pensional y la indexación de la suma que por dicho concepto se reconozca, pretensiones ambas que resultaron airosas y que permitieron concretar la condena en la suma de $4.221.479. 
En consideración con lo expuesto, es el inciso 3º del numeral 2.1.1. del artículo 6º del Acuerdo 1887 de 2003, en armonía con el artículo 393 del C.P.C. la disposición que debe observarse con el fin de tasar las agencias en derecho que corresponden al presente asunto.
Ahora bien para determinar el porcentaje a aplicar, es necesario precisar que el proceso iniciado por Betancourt Londoño es un ordinario laboral de primera instancia, tendiente a obtener el reconocimiento y pago de un reajuste pensional debidamente indexado, cuyo trámite no mostró mayor complejidad, se adelantó sin inconvenientes dentro de un término razonable -5 meses- y se evacuó tanto la audiencia del artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. como la audiencia de trámite y juzgamiento el mismo día, esto es, el 16 de octubre de 2014, toda vez que el material probatorio objeto de análisis fue netamente documental, sin que el mismo fuera realmente extenso.   

Las audiencias programadas tanto en primera como en segunda instancia contaron con la participación activa del procurador judicial del actor, que en esta Sede actúo a través de abogado sustituto.
Antes de hacer el análisis que corresponde, recuérdese que el sistema de determinación de costas en el Código de Procedimiento Civil implicaba que el momento para discutir el monto de las agencias en derecho, no se presentaba en el recurso de apelación de la sentencia, sino en la objeción a la liquidación de aquéllas, de allí que no tiene asidero el reproche del actor relacionado con que en esta Sede se dejó en firme el ordinal octavo de la sentencia de primer grado, pues el valor allí establecido no estaba, ni podía estar bajo análisis de la Sala en ese instante procesal, toda vez que su discusión estaba prevista para cuando se hiciera la liquidación de las costas.
Puestas así las cosas, de acuerdo con las circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, las agencias en derecho fijadas inicialmente fueron bien tasadas por la juez de primer grado, en cuanto la suma de $1.500.000 arrojaba un porcentaje del 16.36%, de la condena inicial, que se ajusta a lo previsto en el acuerdo 1887 de 2003.  De allí que al modificarse en segunda instancia el valor de dicha condena, lo que correspondía, al resolver la objeción presentada era mantener el porcentaje que se había reconocido con anterioridad, pero aplicado al valor final de la condena.
En consecuencia, la tasación de las agencias en derecho efectuada por el a quo será modificada para, en su lugar, fijar las mismas en la suma de SEISCIENTOS NOVENTA MIL ($690.000), correspondientes al 16.36% de $4.221.479 –valor de las pretensiones reconocidas-.

Respecto a la inconformidad relativa a la diferencia que en su contra arroja la tasación de agencias reprochada y el monto aprobado por esta Corporación en el trámites de segunda instancia, con la corrección que aquí se hace, ésta queda sin piso, no obstante, preciso es señalar que esa era una posibilidad no excluida por la Ley dada la independencia de cada instancia. 

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO.- MODIFICAR  las agencias en derecho tasadas por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, mediante auto de fecha 29 de enero de 2016.
SEGUNDO.- FIJAR como agencias en derecho, la suma de SEISCIENTOS NOVENTA MIL ($690.000).

TERCERO.- APROBAR la liquidación antes efectuada.
Sin costas en esta instancia.
Notifíquese, 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

                En uso de permiso
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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